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Corte Constitucional, Sentencia C-178-2005, Marzo 1 

  
  

Referencia: expediente D-5264 
  

Demandante: Jaime Ballesteros Beltrán 
  

Demanda de inconstitucionalidad, parcial,  contra el artículo 1° de la Ley 75 de 1968 
  

Magistrado ponente  Dr. MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA  
  
 
Bogotá, D.C., primero (01) de marzo de dos mil cinco (2005) 
  
La Sala Plena de la Corte Constitucional, en cumplimiento de sus atribuciones constitucionales y 
de los requisitos y de los trámites establecidos en el Decreto 2067 de 1991, ha proferido la 
siguiente,  
  
  

SENTENCIA 
  
  
I. ANTECEDENTES 
  
En ejercicio de la acción pública consagrada en el artículo 241 de la Constitución, el ciudadano 
Jaime Ballesteros Beltrán solicitó a esta Corporación que declare inexequible el numeral 4° del 
artículo 1° de la Ley 75 de 1968. 
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II. NORMA DEMANDADA 
  
A continuación se transcribe el texto de la norma acusada, resaltando la parte demandada: 
   

LEY 75 DE 1968 
(Diciembre 30) 

  
Por la cual se dictan normas sobre filiación y se crea el Instituto 

Colombiano de Bienestar Familiar 
 

Capítulo  I 
  

De la filiación, la investigación de la paternidad y los efectos del 
estado civil 

  
Artículo 1º— El artículo 2º de la Ley 45 de 1936 quedará así: 
  
El reconocimiento de hijos [extramatrimoniales][1] es irrevocable y puede 
hacerse:  
(…)  
4. Por manifestación expresa y directa hecha ante un juez, aunque el 
reconocimiento no haya sido el objeto único y principal del acto que lo contiene. 

  
El hijo, sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y cualquiera 
persona que haya cuidado de la crianza del menor o ejerza su guarda legal, el 
defensor de menores y el Ministerio Público, podrán pedir que el supuesto 
padre o madre sea citado personalmente ante el juez a declarar bajo juramento 
si cree serlo. Si el notificado no compareciere, pudiendo hacerlo y se hubiere 
repetido una vez la citación expresándose el objeto, se mirará como reconocida 
la paternidad, previos los trámites de una articulación. La declaración judicial 
será revisable en los términos del artículo 18 de la presente ley. (se resalta la 
parte acusada) 

  
III. LA DEMANDA 
  
Jaime Ballesteros Beltrán presentó acción de inconstitucionalidad contra el numeral cuarto de la 
Ley 75 de 1968 porque considera que darle valor únicamente al reconocimiento que se hace de 
los hijos extramatrimoniales ante el juez, excluyendo otras instancias como por ejemplo la 
conciliación, desconoce la supremacía constitucional (art. 4, CP), el principio de igualdad (art. 
13, CP), los derechos fundamentales de los niños (art. 44, CP) y la función judicial ejercida por 
los particulares (art. 116, CP).  
  
Para el demandante, de una lectura detenida de la Ley 12 de 1991, por la cual se aprobó la 
Convención sobre los derechos del niño, ―(…) se desprende inequívocamente que los Centros 
de Conciliación legalmente reconocidos han sido investidos de la facultad de administrar justicia, 
ya que de acuerdo con su artículo 80, una vez firmada la conciliación, esta hace tránsito a cosa 
juzgada y presta mérito ejecutivo.‖ Por lo cual señala: 
  

―En lo que respecta a la norma demandada, establece que el reconocimiento de 
los hijos naturales puede hacerse, entre otras, mediante manifestación expresa 
y directa hecha ante un juez, así esta no haya sido el propósito del acto 
contentivo.  Visto esto, es claro que existe una contradicción de la [norma] 
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acusada con los artículos 13 y 116 constitucional, en cuanto no incluye aquellas 
declaraciones que se hagan ante conciliadores, siendo que las decisiones que 
dentro de ella se tomen tienen el mismo rango que las que se producen como 
consecuencia de actuación judicial, lo cual denota adicionalmente una clara 
trasgresión al principio de la igualdad. Son tanto el conciliador como el juez, no 
por capricho del legislador, sino por mandato expreso de la misma Constitución, 
administradores de justicia, en donde las conciliaciones y las sentencias, 
respectivamente y como ya se ha manifestado, tienen los efectos de prestar 
mérito ejecutivo y hacer tránsito a cosa juzgada, lo cual denota, sin lugar a 
discusiones, su igualdad material.‖          

  
El demandante considera que un número importante de los procesos que se llevan ante centros 
de conciliación versan sobre asuntos de familia, y durante su trámite suelen reconocerse hijos 
extramatrimoniales; reconocimientos que debido a la norma acusada no son legales. Para el 
demandante, en estos casos  se desconoce el derecho a tener una familia (art. 44, CP) y el 
derecho a conocer a sus padres (art. 7°, Convención de los derechos del niño, en adelante 
CDN). 
  
IV. INTERVENCIONES 
  
1. Intervención del Ministro del Interior y de la Justicia 
  
El Ministro del Interior y de la Justicia, Sabas Pretelt de la Vega, actuando mediante 
apoderado,[2] participó en el proceso de la referencia para defender la constitucionalidad de la 
norma acusada, aunque en principio considera improcedentes los cargos presentados por la 
demanda. 
  
1.1.          Para el Ministro, el demandante no cuestiona la norma acusada por ser 

inconstitucional, sino por considerarla inconveniente. Dice el concepto, 
  

―(…) señala el demandante que es frecuente que durante el desarrollo de la 
audiencia de conciliación se presente ese reconocimiento y que no tiene sentido 
que ello no surta ningún efecto legal ni alteración en el estado civil de las 
personas como resultado de la judicialización exigida por la norma demandada. 
  
No corresponde a este Despacho conceptuar si es o no afortunada la situación 
actual de nuestro ordenamiento jurídico, al no tener consecuencias jurídicas el 
acto por el cual una persona admite voluntariamente ante un particular 
administrador de justicia, ser el padre de un hijo extramatrimonial. Tales evalua-
ciones se enmarcan en aspectos netamente de conveniencia de la disposición 
legal y no de vulneración de la Carta Superior por el texto normativo acusado, lo 
que llevaría a concluir, si tal fuera el único alcance de la demanda, que frente a 
dichas intervenciones la Corte Constitucional no es competente para emitir un 
pronunciamiento de exequibilidad. Caso en el cual procedería que la Honorable 
Corte se declarara inhibida para un pronunciamiento de fondo.‖    

  
1.2. En todo caso, el concepto del Ministro señaló que existen razones que avalan la 
constitucionalidad del numeral 4° de la Ley 45 de 1936, tal como quedó modificado por el 
artículo 1° de la Ley 75 de 1968, ―a la luz de la filosofía en que están inspirados los mecanismos 
alternos de solución de conflictos.‖ Dice el concepto al respecto, 
  

―(…) debe advertirse que la Constitución Política atribuye plena potestad al 
Congreso de la República para reglar el ejercicio de las funciones públicas y la 
prestación de los servicios públicos,[3] lo que significa entonces que sólo el 
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legislador está facultado para determinar los asuntos que han de ser de compe-
tencia de la jurisdicción ordinaria, de la jurisdicción especial o de los particulares 
que administran justicia de manera transitoria, siendo su única limitación el 
juzgamiento de punibles que en todo caso ha de corresponder a la jurisdicción 
penal.  

  
En el caso sub examine el legislador, en desarrollo de la atribución que le ha 
sido otorgada por la Carta, ha dispuesto que el reconocimiento de la paternidad 
puede tener lugar ante los jueces, disposición adoptada no por restarle valor a 
los actos que se desarrollan ante los conciliadores (como afirma el demandante) 
sino porque entre otras cosas, al momento de la expedición de la ley 
demandada, no existía siquiera la figura del conciliador. En ese orden de ideas, 
y aunque pueda resultar conveniente, discurriendo desde la perspectiva de lege 
ferenda, dar validez al reconocimiento de la filiación ante conciliadores, el legis-
lador está autorizado (no obligado), para atribuir ciertas competencias a los 
éstos, y en esa medida, mal puede violar el derecho a la igualdad y los demás 
derechos que el demandante estima vulnerados por el artículo 1° de la Ley 75 
de 1968, en su aparte demandado.‖    

  
2. Intervención de la Directora del Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, ICBF 
  
La Directora General del ICBF, Beatriz Londoño Soto, participó mediante escrito en el proceso, 
para defender la constitucionalidad del aparte normativo acusado. 
  
El escrito hace referencia a los antecedentes del proceso, establece qué se entiende por 
conciliación en la legislación colombiana y cita algunas de las normas que la regulan. 
Posteriormente cita una sentencia de la Corte Suprema de Justicia, en la cual se afirma 
  

―(…) que las manifestaciones de reconocimiento de paternidad que se efectúen 
con base en el numeral cuarto del artículo 1° de la Ley 75 de 1968, sólo podrán 
efectuarse ante jueces de la República entendidos, claro está, en una más 
amplia acepción –en orden a cobijar magistrados y árbitros–, no tanta, empero, 
como para pretender incluir a los señores notarios, ajenos a la función de 
juzgamiento a aquellos connatural.‖[4]      

  
Finalmente, luego de transcribir los textos normativos y jurisprudenciales referidos, el concepto 
continúa así, 
  

Por todo lo anterior, no se estima que la expresión demandada prevista en el 
artículo 1 del numeral 4 de la Ley 75 de 1968 vislumbre una posición jurídica 
desigual entre los artículos 13 y 116 de la Constitución Política. 
  
De otra parte ha de tenerse en cuenta que la conciliación es de carácter 
consensual, que requiere un acuerdo entre dos partes, que la iniciativa de 
conciliar surge por acuerdo de las partes, y que se da con posterioridad a la 
iniciación del proceso. 
  
Así mismo la conciliación en materia de familia opera por vía excepcional y la 
posibilidad [de] que se llegue a la conciliación es sólo en aquellos asuntos que 
admiten transacción, es decir en aquellos procesos que versen sobre 
pretensiones susceptibles de ser transigidas; nótese como la ley señala 
taxativamente cuáles de ellos pueden ser conciliables. 
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De otra parte se advierte que la conciliación sólo aplica en los casos en que no 
esté en juego el núcleo esencial de un derecho fundamental, ya que éste, de 
suyo es irrenunciable e inalienable. Lo anterior, significa que los derechos 
fundamentales, al ser inherentes a la persona, son necesarios y no 
contingentes, lo cual los hace irrenunciables. Por ello, no sería coherente que 
un Estado que se funda en la igualdad y en la dignidad humana permitiese que 
una persona se desligara de un derecho que razonablemente es irrenunciable. 
  
En consecuencia, el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, 
respetuosamente solicita (…) declarar exequible el texto acusado del artículo 1° 
numeral 4 de la Ley 75 de 1968 la norma acusada.‖  

  
 3. Instituto Colombiano de Derecho Procesal  
  
El abogado Carlos Fradique, actuando en nombre del Instituto, participó en el proceso para 
conceptuar a favor de la exequibilidad de la norma acusada. 
  
3.1. Con relación a la posibilidad de dar competencia a los jueces en general para que ante ellos 
se haga el reconocimiento de un hijo extramatrimonial, dijo, 
  

―El juez, en sentido general, es por excelencia el administrador de justicia en 
Colombia, al tenor del artículo 116 de la Carta y como tal debe dirimir todos los 
conflictos que se presenten entre particulares. 
  
Está decidido por la jurisprudencia que todos los jueces estatales de la 
República tienen competencia para que ante ellos se haga el reconocimiento de 
un hijo extramatrimonial. 
  
En un principio se debatió si el reconocimiento se podía hacer ante los jueces 
penales, y decidido que sí, se amplió esta duda para preguntar si también eran 
competentes los jueces penales militares a lo que se respondió que sí, porque 
como la norma no distingue no le es dado al intérprete distinguir. 
  
Por extensión y conforme al artículo 9 de la Ley 497 de 1999 también son 
competentes para recibir el reconocimiento de hijos extramatrimoniales los 
jueces de paz creados por el artículo 247 de la Constitución.‖[5] 

  
3.2. Con relación a sí los conciliadores son administradores de justicia sostuvo, 
  

―En estricto sentido no, porque no tienen facultad para dictar fallos, ni están 
sujetos a los regímenes de impedimentos, inhabilidades o sanciones de los 
jueces.  
(…)  
Como el estado civil no puede ser objeto de transacción, ni es desistible y la ley 
no lo ha enlistado entre los que pueden ser objeto de conciliación, debe 
responderse que el estado civil no puede ser de conocimiento de los 
conciliadores.‖ 

Para el concepto, el argumento del demandante supondría aceptar también que tal competencia 
la tuvieran ―(…) los demás funcionarios, autoridades o auxiliares de la justicia  que ejercen como 
jueces, sin serlo, o que colaboran para descongestionar la función jurisdiccional como sería el 
caso de los alcaldes e inspectores de policía.‖ 
  
3.3. Finalmente, y luego de referirse al mismo fallo de la Sala Civil de la Corte Suprema de 
Justicia, el concepto fija así su posición, 
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―Si el estado civil de las personas no puede ser objeto de transacción, ni es 
desistible y sí es potestativo del legislador fijar los casos en los que es posible 
reconocer a un hijo extramatrimonial, no resulta contrario a la Constitución 
limitar los funcionarios que pueden recibir el reconocimiento de un hijo y 
determinar los casos y solemnidades en que tal reconocimiento puede hacerse. 
  
Bajo éstos parámetros la norma no es violatoria de la Constitución y deberá 
declararse que es exequible.‖    

  
  
V. CONCEPTO DEL PROCURADOR GENERAL DE LA NACIÓN 
  
El Procurador General de la Nación intervino en el presente proceso para solicitar a la Corte 
Constitucional  que declare la exequibilidad del artículo 1°, numeral 4, de la Ley 75 de 1968, 
―(…) pero entendiéndose que la referencia que se hace a los jueces comprende a todos aquellos 
funcionarios y particulares que administran justicia, entre ellos a los conciliadores y árbitros 
habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en equidad.‖ 
  
1. Para el Procurador de conformidad con el artículo 116 de la Constitución, los particulares 
pueden ser investidos transitoriamente de la función de administrar justicia  en la condición de 
conciliadores o en la de árbitros habilitados por las partes para proferir fallos en derecho o en 
equidad; señala que es éste, el fundamento constitucional de los mecanismos alternativos de 
solución de conflictos, complementarios de la justicia formal. Según el concepto, 
  
  

―La finalidad de la creación de los mecanismos alternativos de solución de 
conflictos va más allá de ser una solución a los problemas que implica la 
congestión de los despachos judiciales que aqueja al país, pues igualmente 
constituyen una forma de participación de los particulares en las decisiones que 
los afectan y lo que es más importante, una colaboración de éstos para lograr la 
vigencia de un orden justo (artículos 1 y 2 supralegales). 
  
(…) En este orden, hay que afirmar que la función que ejercen los conciliadores 
y árbitros es la de impartir justicia por autorización expresa de la Carta Política; 
ellos, al igual que los jueces contribuyen a proteger y hacer efectivos los 
derechos, las libertades y las garantías de los asociados; a asegurar la 
convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo.‖ 

  
  
2. De acuerdo a la Ley 75 de 1968, sostiene el concepto, el reconocimiento de lo hijos ―(…) se 
puede hacer ante notario (firma del acta de nacimiento, por escritura pública o por testamento), o 
ante un juez (por manifestación expresa o directa).‖ Ahora bien, respecto a cómo ha de 
entenderse la expresión ―juez‖ señala,  
  
  

―(…) si la administración de justicia es aquella función pública que cumple el 
Estado con el fin de hacer efectivos los derechos, obligaciones, garantías y 
libertades consagrados en la Constitución y la ley, hay que concluir que lo que 
quiso el legislador al señalar al juez como autoridad ante quien se puede hacer 
el reconocimiento del hijo extramatrimonial por manifestación expresa y directa 
fue habilitar a todos aquellos funcionarios públicos o particulares que imparten 



justicia, entre ellos a los conciliadores y árbitros habilitados por las partes para 
proferir fallos en derecho o en equidad.‖  

  
  
VI.  CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 
  
1.  Competencia 
  
En virtud de lo dispuesto por el artículo 241, numeral 4, de la Constitución, la Corte 
Constitucional es competente para conocer de las acciones de inconstitucionalidad contra las 
leyes de la República. 
  
2. Inhibición de la Corte por ausencia de cargos específicos y por pedir que se supla una 
omisión legislativa absoluta. 
  
2.1. Para el demandante, el numeral cuarto de la Ley 75 de 1968 le da valor únicamente al 
reconocimiento que se hace de los hijos extramatrimoniales ante el juez, excluyendo otras 
instancias como por ejemplo la conciliación, con lo cual se desconoce la supremacía 
constitucional (art. 4, CP), el principio de igualdad (art. 13, CP), los derechos fundamentales de 
los niños (art. 44, CP) y la función judicial ejercida por los particulares (art. 116, CP).  
  
A su juicio, específicamente, existe una contradicción de la norma acusada con los artículos 13 y 
116 constitucional, ―(…) en cuanto no incluye aquellas declaraciones que se hagan ante 
conciliadores, siendo que las decisiones que dentro de ella se tomen tienen el mismo rango que 
las que se producen como consecuencia de actuación judicial, lo cual denota adicionalmente 
una clara trasgresión al principio de la igualdad. Son tanto el conciliador como el juez, no por 
capricho del legislador, sino por mandato expreso de la misma Constitución, administradores de 
justicia, en donde las conciliaciones y las sentencias, respectivamente y como ya se ha 
manifestado, tienen los efectos de prestar mérito ejecutivo y hacer tránsito a cosa juzgada, lo 
cual denota, sin lugar a discusiones, su igualdad material.‖          
  
2.2. Planteado el cargo en estos términos, entiende la Corte que el demandante cuestiona la 
‗omisión absoluta‘ del legislador de considerar todos aquellos casos en los cuales un funcionario 
o una persona, a pesar de no ser juez, debería ser investido de la facultad de poder recibir el 
reconocimiento de un hijo mediante manifestación expresa y directa. El demandante no 
demuestra la existencia de un deber constitucional específico de conceder dicha facultad, ni 
tampoco en cabeza de que personas o funcionarios se debería radicar.  
  
Con relación a los Centros de Conciliación, que el demandante cita como ejemplo, ni siquiera se 
aclara si la facultad aludida de recibir reconocimientos en los términos descritos por la norma 
debería tenerla todo conciliador, o sólo algunos de ellos. Así, no se específica si los estudiantes 
de último año de derecho, en su calidad de conciliadores, también deberían tener por mandato 
constitucional la posibilidad de recibir tales reconocimientos. No se aclara tampoco, por ejemplo, 
si el reconocimiento de un hijo por manifestación expresa y directa hecha por una persona ante 
un funcionario administrativo, como un Superintendente, en el transcurso de una actuación en la 
que éste ejerza facultades jurisdiccionales —incluso conciliación—, debería o no incluirse por 
mandato de la Carta Política.     
  
2.3. Con relación a las omisiones legislativas, la jurisprudencia constitucional ha señalado que 
  
  

―(…) si el cargo se sustenta en una omisión legislativa (…) resulta imposible, 
desde un punto de vista estrictamente gramatical, que la acusación emane del 



texto de la disposición acusada, ya que lo que en rigor se reprocha es aquello 
de lo cual la norma carece. 
  
Así entonces, como en tal evento no es posible demandar lo que la norma dice 
–sino lo que ella no dice -, la Corte ha entendido que para que el cargo sea 
pertinente es necesario que el demandante formule sus acusaciones contra los 
contenidos normativos específicamente vinculados con la omisión. De este 
modo, el demandante conecta el vacío normativo con la norma de la cual podría 
predicarse, cumpliendo así con el requisito de coherencia lógica que exige la 
jurisprudencia. 
  
Ahora bien, dicha exigencia sólo puede cumplirse cuando la omisión a la cual 
hace referencia el demandante es una omisión relativa; ya que cuando la 
demanda se estructura sobre la base de una omisión absoluta - también 
llamada omisión del legislador- la Corte carece de competencia para tramitar el 
juzgamiento. 
  
De acuerdo con la jurisprudencia constitucional, un cargo fundado en una 
omisión absoluta plantea una ausencia total de regulación. Como la omisión 
absoluta es la que se deriva de la completa inactividad del legislador, la Corte 
carece de referente normativo para hacer la confrontación con la Carta. Por ello 
la jurisprudencia ha dicho que la acción de inconstitucionalidad ―si bien permite 
realizar un control más o menos extenso de la labor legislativa, no autoriza la 
fiscalización de lo que el legislador genéricamente ha omitido, conforme a las 
directrices constitucionales”[6] Esta es la razón por la cual la Corte no tiene 
competencia para “conocer de demandas de inconstitucionalidad por omisión 
legislativa absoluta”.[7] 
  
De acuerdo con esto, la Corte sólo tiene competencia para desatar demandas 
de inconstitucionalidad basadas en cargos por omisión en la ley, siempre y 
cuando dicha omisión sea relativa. Y un cargo de inconstitucionalidad por 
omisión es relativo cuando denuncia la ausencia de un elemento que la Ley 
debería incluir para garantizar, por ejemplo, el derecho a la igualdad[8] o el 
derecho al debido proceso[9] de los particulares.‖[10] 

  
  
En este caso, la demanda se presenta como una omisión legislativa absoluta, pues como se dijo, 
el demandante no demuestra  (i) la existencia de un deber constitucional específico de conceder 
la facultad de poder recibir el reconocimiento de un hijo mediante manifestación expresa y 
directa, ni tampoco (ii) en cabeza de qué personas o funcionarios se debería radicar ésta.[11] 
  
2.4. Como consecuencia de las anteriores consideraciones, la Sala concluye que la demanda en 
cuestión no cumple con el requisito de presentar razones específicas, susceptibles de 
controvertir la exequibilidad de la norma acusada en sede de constitucionalidad.   
  
2.4.1. Toda demanda debe presentar las razones por las cuales los textos normativos 
demandados violan la Constitución (artículo 2 numeral 3 del Decreto 2067 de 2000). Con 
relación a esta exigencia, la jurisprudencia constitucional ha señalado que en ella ―[l]a 
efectividad del derecho político [presentar demandas públicas de inconstitucionalidad] depende 
(…) de que las razones presentadas por el actor sean claras, ciertas, específicas, pertinentes y 
suficientes[12].  De lo contrario, la Corte terminará inhibiéndose, circunstancia que frustra ‗la 
expectativa legítima de los demandantes de recibir un pronunciamiento de fondo por parte de la 
Corte Constitucional‘.[13]‖[14]  
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2.4.2. Concretamente, en relación con la especificidad de las razones por las cuales se alegue la 
inconstitucionalidad de una norma, ha dicho la jurisprudencia de esta Corporación, 
  
  

De otra parte, las razones son específicas si definen con claridad la manera 
como la disposición acusada desconoce o vulnera la Carta Política a través ―de 
la formulación de por lo menos un cargo constitucional concreto contra la norma 
demandada‖.[15] El juicio de constitucionalidad se fundamenta en la necesidad 
de establecer si realmente existe una oposición objetiva y verificable entre el 
contenido de la ley y el texto de la Constitución Política, resultando inadmisible 
que se deba resolver sobre su inexequibilidad a partir de argumentos ―vagos, 
indeterminados, indirectos, abstractos y globales‖[16] que no se relacionan 
concreta y directamente con las disposiciones que se acusan.  Sin duda, esta 
omisión de concretar la acusación impide que se desarrolle la discusión propia 
del juicio de constitucionalidad.[17]‖[18] 

  
  
2.4.3. En el presente caso, las razones presentadas no ‗definen con claridad la manera como la 
disposición acusada desconoce o vulnera la Carta Política‘, pues como se indicó, no se 
demuestra  (i) la existencia de un deber constitucional específico de conceder la facultad de 
poder recibir el reconocimiento de un hijo mediante manifestación expresa y directa, ni tampoco  
(ii) en cabeza de qué personas o funcionarios se debería radicar ésta.  
  
2.5. En consecuencia, al demandarse una omisión legislativa absoluta, y al no existir razones 
constitucionalmente específicas, susceptibles de ser conocidas por la Sala en sede de 
constitucionalidad, la Corte Constitucional se declarará inhibida para conocer la demanda de 
inconstitucionalidad, parcial, contra el artículo 1° de la Ley 75 de 1968, interpuesta por Jaime 
Ballesteros Beltrán.    
  
VII. DECISIÓN 
En mérito de lo expuesto, la Sala Plena de la Corte Constitucional, administrando justicia en 
nombre del pueblo y por mandato de la Constitución, 

  
RESUELVE 

  
Declararse INHIBIDA para pronunciarse sobre la exequibilidad del artículo 1° de la Ley 75 de 
1968, en lo que éste modifica el numeral 4 del artículo 2° de la Ley 45 de 1936.    
  
Cópiese, notifíquese, comuníquese, insértese en la Gaceta de la Corte Constitucional, cúmplase y 
archívese el expediente. 

   
JAIME ARAUJO RENTERÍA 

Presidente 
   

ALFREDO BELTRÁN SIERRA 
Magistrado 

  
MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA 

Magistrado 
CON ACLARACION DE VOTO 

  
JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO 

Magistrado 
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RODRIGO ESCOBAR GIL 
Magistrado 

  
MARCO GERARDO MONROY CABRA 

Magistrado 
   

HUMBERTO SIERRA PORTO 
Magistrado 

CON SALVAMENTO DE VOTO 
  

ALVARO TAFUR GALVIS 
Magistrado 

  
CLARA INÉS VARGAS HERNÁNDEZ 

Magistrada 
  

MARTHA VICTORIA SÁCHICA MÉNDEZ 
Secretaria General 

  
 
 

 
[1]

 El texto original de la Ley hablaba de ―hijos naturales‖, expresión que ha sido remplazada por la de ―hijos 
extramatrimoniales‖, de acuerdo con lo dispuesto en la jurisprudencia constitucional; en especial la sentencia C-595 
de 1996 (MP Jorge Arango Mejía; SPV M Eduardo Cifuentes Muñoz). En este caso la Corte consideró inexequibles 
los artículos 39 y 48 del Código Civil, por considerar, entre otras razones, que conlleva un trato discriminatorio por el 
origen familiar, denominar un tipo de parentesco como ‗ilegítimo‘. En esta oportunidad la Corte resolvió lo siguiente: 
―Expresamente se advierte que la declaración de inexequibilidad de los artículos 39 y 48 no implica la desaparición de 
la afinidad extramatrimonial, es decir, la originada en la unión permanente a que se refieren los artículos 126 y 179 de 
la Constitución, entre otros. Para todos los efectos legales, la afinidad extramatrimonial sigue existiendo.‖ Al respecto 
ver también la sentencia C-105 de 1994 (MP Jorge Arango Mejía). En este caso se estudió por razón similar la 
constitucionalidad de los artículos 61 (parcial); 222; 244; 249; 260; 411 (parcial); 457 (parcial); 465 (parcial); 537 
(parcial); 550 (parcial); 596; 1016 (parcial); 1025 (parcial), 1047, 1226 (parcial); 1242; 1236; 1253; 1259; 1261 y 1266 
(parcial) del Código Civil. Recientemente esta posición fue reiterada por la sentencia C-1026 de 2004 (MP Humberto 
Sierra Porto). 
[2]

 El concepto es presentado por el abogado Fernando Gómez Mejía. 
[3]

 Sin lugar a dudas la justicia es un elemento determinante de valores individuales y sociales que se erige como un 
supuesto básico para la convivencia y para la existencia misma de la sociedad, especialmente en aquellas naciones 
que se ven marcadas por su naturaleza social de derecho que las lleva a asegurar la efectividad de los derechos 
fundamentales de la persona y la realización de los valores sociales teniendo como marco de acción la legitimidad del 
Estado al servicio efectivo a la comunidad y el reconocimiento de la dignidad humana. Es por ello que el constituyente 
de 1991, tomando en consideración los deberes propios del Estado Social de Derecho, dispuso la jurisdicción como 
una función pública que unida a la legislativa y a la ejecutiva propugna por el cumplimiento de los imperativos 
conferidos al Estado por la Carta. Así las cosas, la función judicial se erige a nivel superior como la expresión de una 
de las ramas del poder público, emanada del pueblo y con la obligación de responder éste en sus expectativas. Por su 
parte, el legislador a través del artículo 125 de la Ley 270 de 1996, haciendo para ello uso de la potestad a él 
conferida por el artículo 56 de la Carta, dispuso que la justicia es un servicio público.    
[4]

 El concepto cita como fuente de esta afirmación la sentencia de la Corte Suprema de Justicia, Sala Civil, de octubre 
18 de 2000, Expediente 5347 (MP Jorge Antonio Castillo Rugeles) por error, pues la sentencia de la cual proviene es 
del mismo día pero Expediente 5638 (MP Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo).    
[5]

 Continúa el concepto: ―(…) La jurisprudencia y la doctrina estuvieron de acuerdo en que los Tribunales de la Iglesia 
Católica no eran competentes para que ante ellos se hiciera el reconocimiento, por la sencilla razón de que no son 
jueces estatales, sino religiosos.  Lo mismo deberá predicarse de los demás tribunales religiosos que hoy deciden 
sobre las nulidades de los matrimonios a los cuales el Estado reconoce efectos civiles.‖  
[6]

 Sentencia C-543 de 1996. Cfr. también, las Sentencias C-073 de 1996 y C-540 de 1997. 
[7]

 Ibídem 
[8]

 La Corte Constitucional ha dicho que existe omisión legislativa cuando la ―norma excluya de sus consecuencias 
aquellos casos que, por ser asimilables, deberían subsumirse dentro de su presupuesto fáctico; c) que dicha exclusión 
no obedezca a una razón objetiva y suficiente; d) que al carecer de una razón objetiva y suficiente, la omisión 
produzca una desigualdad injustificada entre los casos que están y los que no están sujetos a las consecuencias 
previstas por la norma y; e) que la omisión implique el incumplimiento de un deber constitucional del legislador.‖ 
(Sentencia C-427 de 2000). 
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[9]
 Cfr. C-543 de 1996. 

[10]
 Corte Constitucional, sentencia C-528 de 2003 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra). En este caso  se resolvió 

declarar exequibles, únicamente por los cargos expuestos en el numeral cuarto de la parte considerativa de esta 
providencia, los artículos 57, 227, 353, 363 y 535 de la Ley 600 de 2000. En este caso la Corte reiteró que ―Una 
omisión es relativa cuando se vincula con un aspecto puntual dentro de una normatividad específica; pero aquella se 
vuelve constitucionalmente reprochable si se predica de un elemento que, por razones lógicas o jurídicas –
específicamente por razones constitucionales -, debería estar incluido en el sistema normativo de que se trata, de 
modo que su ausencia constituye una imperfección del régimen que lo hace inequitativo, inoperante o ineficiente. De 
lo anterior se deduce, entonces, que las omisiones legislativas relativas son susceptibles de control constitucional.‖ Lo 
cual había sido considerado en la sentencia C-041 de 2002 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra). 
[11]

 Según la jurisprudencia ―[o]tro caso de omisión legislativa relativa es el de la ley que deja de regular un aspecto 
necesario para armonizar su texto con el texto de la Constitución Política o cuando el legislador incumple un mandato 
del constituyente en la regulación de un aspecto indispensable para la ejecución cumplida de la Carta Fundamental. 
Por ello la Corte ha dicho que ‗de manera insuficiente o incompleta un mandato constitucional; o cuando de dicha 
insuficiencia de regulación (omisión de una condición o un ingrediente que de acuerdo con la Constitución, sería 
exigencia esencial para armonizar con ella) o incompleta reglamentación, conduce a la violación del derecho a la 
igualdad.‘‖ Corte Constitucional, sentencia C-528 de 2003 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra).  
[12]

 Cfr., entre varios, los Autos de Sala Plena 244 de 2001 (M.P. Jaime Córdoba Triviño) y de 2001 (M.P. Jaime 
Córdoba Triviño). En dichas oportunidades la Corte, al resolver el recurso de súplica presentados por los actores, 
confirmó los autos en los que se inadmitió la demanda por no presentar razones ―específicas, claras, pertinentes y 
suficientes‖.   
[13]

 Cfr. Corte Constitucional Sentencia C-898 de 2001 M.P. Manuel José Cepeda Espinosa.  La Corte se inhibió de 
conocer la demanda contra algunos apartes de los artículos 186, 196, 208 y 214  del Decreto 1355 de 1970 por 
ineptitud en la demanda. 
[14]

 Corte Constitucional, sentencia C-1052 (MP Manuel José Cepeda Espinosa) En este caso la Corte resolvió 
declararse inhibida para pronunciarse sobre la constitucionalidad del artículo 51 de la Ley 617 de 2000 ―por la cual se 
reforma parcialmente la Ley 136 de 1994, el Decreto Reglamentario 1222 de 1986, se adiciona la ley orgánica del 
presupuesto, el Decreto 1421 de 1993, se dictan otras normas tendientes a fortalecer la descentralización, y se dictan 
normas para la racionalización del gasto público nacional‖. 
[15]

 Cfr. Corte Constitucional Sentencia C-568 de 1995 M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.  La Corte se declara inhibida 
para resolver la demanda en contra de los artículos 125, 129, 130 y 131 de la Ley 106 de 1993, puesto que la 
demandante no estructuró el concepto de la violación de los preceptos constitucionales invocados.   
[16]

 Estos son los defectos a los cuales se ha referido la jurisprudencia de la Corte cuando ha señalado la ineptitud de 
una demanda de inconstitucionalidad, por inadecuada presentación del concepto de la violación. Cfr. los autos 097 de 
2001 (M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra) y 244 de 2001 (M.P. Jaime Córdoba Triviño) y las sentencias C-281 de 
1994 (M.P. José Gregorio Hernández Galindo), C-519 de 1998 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), C-013 de 2000 (M.P. 
Álvaro Tafur Galvis), C-380 de 2000 (M.P. Vladimiro Naranjo Mesa), C-177 de 2001 (M.P. Fabio Morón Díaz), entre 
varios pronunciamientos. 
[17]

 Cfr. Corte Constitucional Sentencia C-447 de 1997 M.P. Alejandro Martínez Caballero. La Corte se declara inhibida 
para pronunciarse de fondo sobre la constitucionalidad del inciso primero del artículo 11 del Decreto Ley 1228 de 
1995, por demanda materialmente inepta, debido a la ausencia de cargo. 
[18]

 Corte Constitucional, sentencia C-1052 (MP Manuel José Cepeda Espinosa) En este caso la Corte consideró, entre 
otras cosas, que la razón presentada por la demanda ―[n]o es específica porque no analiza la relación que existe entre 
la norma acusada y la Constitución ni deduce de esa relación un argumento que demuestre o, al menos, que 
cuestione la exequibilidad de la misma; las afirmaciones expresadas por el demandante no permiten evidenciar 
oposición alguna entre el artículo 51 de la Ley 617 de 2000 y el texto de la Constitución.‖ 
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